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Expediente  08001-23-31-000-2006-02298-01
Número Interno: 19124
Actor: BAVARIA S.A. 
FALLO                                                                                                                        

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Consejera Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Bogotá, D. C.,  veinticinco (25) de abril de dos mil trece (2013).

Radicación:           08001-23-31-000-2006-02298-01 [19124]
Demandante:
BAVARIA S.A. (NIT. 860005224-6).
Demandada:
SECRETARÍA DE HACIENDA DEPARTAMENTAL DEL ATLÁNTICO
Asunto: Sanción por no declarar la estampilla pro-hospital universitario de Barranquilla por los bimestres 2º, 3º, 4º, 5º,  y 6º  del año gravable 2002; 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 6º del año gravable 2003; 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 6º del año gravable 2004 y 1º y 2º del año gravable 2005.
FALLO
La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia del 13 de julio de 2011 del Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda.
ANTECEDENTES

El 25 de noviembre de 2005, la Secretaria de Hacienda Departamental del Atlántico notificó a BAVARIA S.A. del Pliego de Cargos 00100
 en el que propuso sanción por no declarar la Estampilla Pro Hospital Universitario de Barranquilla por los bimestres 2º a 6º de 2002, 1º a 6º de 2003, 1º a 6º del 2004 y 1º y 2º del 2005. 

Previa respuesta del pliego de cargos, la Administración Departamental impuso a la contribuyente sanción por no declarar Estampilla Pro Hospital Universitario de Barranquilla, mediante Resolución 0001 del 21 marzo de 2006
, por los periodos antes mencionados, en cuantía de $327.520.504.000, que calculó así:

	Periodo
	Concepto
	Tarifa
	Sanción

	2/2002
	Ingresos brutos ICA
	10%
	5.848.330.000

	3/2002
	Ingresos brutos ICA
	10%
	8.191.520.000

	4/2002
	Ingresos brutos ICA
	10%
	6.859.077.000

	5/2002
	Ingresos brutos ICA
	10%
	6.349.251.000

	6/2002
	Ingresos brutos ICA
	10%
	8.623.288.000

	1/2003
	Ingresos brutos ICA
	10%
	6.858.026.000

	2/2003
	Ingresos brutos ICA
	10%
	5.987.162.000

	3/2003
	Ingresos brutos ICA
	10%
	6.165.485.000

	4/2003
	Ingresos brutos ICA
	10%
	7.156.836.000

	5/2003
	Ingresos brutos ICA
	10%
	6.344.684.000

	6/2003
	Ingresos brutos ICA
	10%
	8.612.994.000

	1/2004
	Ingresos brutos ICA
	10%
	48.593.118.000

	2/2004
	Ingresos brutos ICA
	10%
	38.675.274.000

	3/2004
	Ingresos brutos ICA
	10%
	47.250.012.000

	4/2004
	Ingresos brutos ICA
	10%
	45.885.159.000

	5/2004
	Ingresos brutos ICA
	10%
	47.012.164.000

	6/2004
	Ingresos brutos ICA
	10%
	8.956.489.000

	1/2005
	Ingresos brutos ICA
	10%
	7.109.953.000

	2/2005
	Ingresos brutos ICA
	10%
	7.041.682.000

	TOTAL
	
	
	$327.520.504.000



El 27 de abril de 2006, previa interposición del recurso de reconsideración, la Administración profirió la Resolución 5-0790-01-EH-BQ-2006-2/02/19-84 del 5 de septiembre de 2006
, mediante la cual confirmó el acto recurrido contentivo de la sanción por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario y modificó el monto de la sanción a $129.290.897.800, al aceptar el argumento de BAVARIA S.A. relacionado con que, para los periodos cuestionados, se había tomado el monto de los ingresos netos declarados en todo el país y no el de los obtenidos en la jurisdicción del Distrito de Barranquilla. 
DEMANDA

BAVARIA S.A., en ejercicio de la acción consagrada en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, solicitó la nulidad de la resolución que impuso sanción por no declarar y de la resolución que decidió el recurso de reconsideración. A título de restablecimiento del derecho, pidió que se declare que la demandante no está obligada a pagar sanción por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario de Barranquilla.
Invocó como disposiciones violadas las siguientes: 

· Artículos 287 numeral 3º y 300 numeral 4º de la Constitución Política.  
· Artículo 192 de la Ley 223 de 1995.

· Artículos 62 numeral 1º y 71 numeral 5º del Decreto Ley 1222 de 1986. 
El concepto de violación se sintetiza así:

Nulidad de las ordenanzas que ordenaron la emisión de la estampilla
El proceso de nulidad contra las Ordenanzas 000027 y 000040 de 2001, cuyo conocimiento le correspondió a la Sección Cuarta del Consejo de Estado, bajo el radicado 2002-00975, tiene íntima relación con la sanción por no declarar la estampilla pro-hospital universitario impuesta a Bavaria S.A., como quiera que esas normas son el fundamento de los actos acusados.

En dicha oportunidad, la demandante alegó la nulidad de los actos por haberse expedido de forma irregular porque la Ordenanza 0027 de 2001 fue objetada por el Gobernador y no se surtió el trámite correspondiente. Además, se indicó la falta de competencia de la Asamblea Departamental del Atlántico para gravar actividades ya gravadas por la ley o que están sometidas a tributos de carácter nacional y para asignar al Gobernador la facultad de establecer mecanismos alternativos de adhesión o anulación de la estampilla. Por lo tanto, la decisión que se adopte sobre la legalidad de las ordenanzas debe ser acogida para el estudio en el presente proceso.
Nulidad de las resoluciones 0001 y 5-0790-01 EH BQ 2006-2/02/19-84 de 2006
El artículo 281 del Estatuto Tributario del Departamento del Atlántico establece la sanción por no declarar, y con base en esta norma la Administración impuso sanción a la demandante; sin embargo, ésta es nula por violación directa de normas de carácter superior, por cuanto la facultad de reglamentar de las Asambleas Departamentales está sometida a la Ley, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 287 numeral 3º y 300 numeral 4º de la Constitución.
En el presente caso, los actos acusados gravaron sin autorización legal expresa productos sujetos al impuesto al consumo de cervezas, sifones, refajos y mezclas de bebidas fermentadas con bebidas alcohólicas, que son de carácter nacional.
La entidad territorial a través de su órgano de representación popular pretendió gravar con la estampilla pro hospital universitario de Barranquilla, los ingresos obtenidos en la comercialización de las cervezas producidas por la empresa y sancionar por no presentar la declaración correspondiente. Tal situación hace evidente la violación del artículo 192 de la Ley 223 de 1995, según el cual ni los departamentos, ni ninguna entidad territorial puede gravar con impuesto, tasa o sobretasa, distintos al impuesto de industria y comercio, la producción, importación, distribución y venta de los productos gravados con el impuesto al consumo.

En consecuencia, el tributo de la estampilla desconoce la prohibición legal y por ende, los actos acusados son nulos.
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La Secretaría de Hacienda del Departamento del Atlántico se opuso a las pretensiones de la demanda, con fundamento en lo siguiente:

La resolución sanción expedida por la Subsecretaría de Rentas de la Secretaría Departamental del Atlántico se ajusta a las disposiciones legales y a las ordenanzas vigentes que le sirvieron de soporte y fundamento.
La demanda en acción de nulidad que invoca en el libelo inicial, no exoneraba a la demandante para la presentación de la declaración de estampilla pro-hospital universitario de Barranquilla, en los términos previstos en la Ley 645 de 2001 y las Ordenanzas 27 de 2001, 40 de 2001 y 41 de 2002, que fueron compiladas en el Decreto 823 de 2003 y la Ordenanza 18 de 2006, actos que gozan de la presunción de legalidad.
Mediante la sentencia C-227 de 2 de abril de 2002, la Corte Constitucional se pronunció acerca de la exequibilidad de la Ley 645 de 2001 “por medio de la cual se autoriza la emisión de una estampilla pro- hospitales universitarios”, y concluyó que esta norma no vulnera los principios constitucionales sobre la legalidad del tributo, ni de reparto de competencias entre las autoridades nacionales y territoriales. En consecuencia, declaró su exequibilidad, con excepción del vocablo “exclusivamente” contenido en su artículo 6º.
De otra parte, en la sentencia C-538 de 18 de julio de 2002, la Corte sostuvo que la predeterminación del tributo no sólo busca hacer efectivo el principio de representación popular en materia impositiva, sino que garantiza la seguridad jurídica propia del sistema tributario.
Por lo anterior, no le asiste razón a la demandante cuando pretende argumentar que no es sujeto pasivo del impuesto de estampilla pro-hospital universitario, toda vez que existe autorización legal y las ordenanzas en que se fundamentaron los actos demandados, gozan de presunción de legalidad y, por consiguiente, la Administración Departamental está en la obligación de dar aplicación a las mismas.
SENTENCIA APELADA
El Tribunal negó las pretensiones de la demanda. Las razones de la decisión se sintetizan así
:
La Administración sancionó a la demandante por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario Barranquilla, situación que se presentó sobre la base de que existía en curso el trámite de una acción de simple nulidad ante el Tribunal Administrativo del Atlántico contra las Ordenanzas 027 de 2001 y 040 de 2001.
A través de las mencionadas ordenanzas se ordenó la emisión de la estampilla pro-hospital universitario que son a su vez el sustento normativo de las resoluciones demandadas proferidas por la Secretaría de Hacienda del Departamento del Atlántico.
En la sentencia del 4 de junio de 2009, el Consejo de Estado, declaró la nulidad de los artículos 5º, 6º, 8º, 9º y 10º de la Ordenanza 0027 de 2001 y 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º y 10 de la Ordenanza 040 de 2001, proferidas por la Asamblea Departamental del Atlántico, lo cierto es que en la misma providencia se dejó en claro que como quiera que la nulidad declarada recaía sobre un acto de carácter general produciría efectos ex nunc, es decir, hacia el futuro, razón por la que no es procedente declarar la nulidad de las resoluciones acusadas, porque en el momento en que debió presentar la declaración el demandante, las ordenanzas estaban vigentes y no existía ninguna decisión en firme, de autoridad competente, frente a su legalidad.
RECURSO DE APELACIÓN
Bavaria S.A. apeló la sentencia, por las siguientes razones
:
La decisión del a quo no cumple con los presupuestos de los artículos 170 del Código Contencioso Administrativo y 304 y 305 del Código de Procedimiento Civil, porque en la demanda no solamente se solicitó la nulidad de los actos acusados como consecuencia de la demanda de nulidad presentada contra las Ordenanzas que ordenaron la emisión de la estampilla pro-hospital universitario, sino también por la vulneración de las disposiciones enunciadas en el acápite de las normas violadas.  

En el libelo de la demanda y en los alegatos de conclusión se expusieron de forma clara y precisa los motivos de violación de las normas, sin embargo, estos fundamentos no fueron analizados en la sentencia impugnada. De modo que, el Tribunal realizó un pronunciamiento incompleto e incongruente.
En cuanto a los efectos hacia el futuro de las sentencias de nulidad de los actos administrativos de carácter general, el Consejo de Estado en forma reiterada ha sostenido que los efectos del fallo de nulidad afectan e inciden en las situaciones que se encuentran en discusión ante las autoridades administrativas o jurisdiccionales.
Por lo anterior, la declaratoria de nulidad de las Ordenanzas tiene plenos efectos frente a la resolución sanción, por cuanto se trata de una situación particular no consolidada, como quiera que al momento de proferirse la sentencia, los actos de carácter particular eran discutidos ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La actora reiteró los argumentos de la demanda y del recurso de apelación y precisó que la norma que determinó la sanción por no declarar que ahora se discute, es decir el artículo 281 del Estatuto de Rentas del Atlántico (Ordenanza 00041 de 2002) fue declarado nulo por el Tribunal Administrativo del Atlántico en sentencia del 10 de febrero de 2012, Exp. 2009-0043, decisión que fue apelada y está en trámite ante el Consejo de Estado.
La Secretaría de Hacienda Departamental del Atlántico no se pronunció en esta oportunidad procesal.
El Ministerio Público estimó que el fallo de primera instancia debe revocarse y, en su lugar, proceder a declarar la nulidad de las resoluciones demandadas, por los siguientes motivos
:
El a quo no analizó todos los cargos planteados en la demanda, entre ellos, el consistente en que las resoluciones imponen la sanción prevista en el artículo 281 del Estatuto de Rentas del Atlántico, que viola normas de carácter superior constitucionales y legales. (sic)

Indicó que la sanción por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario, prevista en la citada norma departamental, consiste en el 10% de las consignaciones bancarias o ingresos brutos, mientras que las ordenanzas que impusieron la obligación de declarar la estampilla establecieron que el tributo corresponde al uno por mil de los ingresos declarados en Barranquilla y demás municipios del Atlántico. Para la Procuraduría esta situación es injusta y desconoce el principio de proporcionalidad, pues lo que se impone es 100 veces mayor al impuesto que debía pagar el contribuyente.
Teniendo en cuenta la ilegalidad de la sanción, el juez administrativo está facultado para inaplicarla y declarar la nulidad de los actos demandados. 
Sumado a lo anterior, se observa que en el caso bajo examen se aplicó la sanción correspondiente al 10% de los ingresos netos gravables del impuesto de industria y comercio, mientras que el artículo 281 en mención dispone que corresponde al 10% de las consignaciones bancarias o ingresos brutos de quien persiste en su incumplimiento.
Lo anterior tampoco es legal, máxime teniendo en cuenta que las ordenanzas que impusieron la estampilla en el departamento del Atlántico fueron declaradas nulas por tomar como hecho generador de un tributo departamental, las actividades comerciales, industriales y de servicios.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
La demandante controvierte la legalidad de los actos administrativos por los cuales la Secretaría de Hacienda Departamental del Atlántico impuso la sanción por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario, correspondiente a los periodos 2º a 6º  del año 2002; 1º a 6º del año 2003; 1º a 6º del año 2004 y 1º y 2º del año 2005.
En el presente caso, el Tribunal Administrativo del Atlántico negó las pretensiones encaminadas a la declaratoria de nulidad de la Resolución sanción 0001 de 21 de marzo de 2006 y la resolución 5-0790-01 EH BQ 2006-2/02/19-84 de 5 de septiembre de 2006, confirmatoria de la anterior, con fundamento en que si bien es cierto que las normas que sirvieron de sustento para la expedición de los actos acusados fueron declaradas nulas por el Consejo de Estado, también lo es, que el fallo indicó con claridad que los efectos de la decisión serían ex nunc, es decir, hacia el futuro, razón por la cual procede la sanción por no declarar, toda vez que al momento de la expedición de los actos acusados las normas estaban vigentes.
En los términos del recurso de apelación interpuesto por Bavaria S.A. corresponde a la Sala determinar si el Tribunal Administrativo del Atlántico, al realizar el estudio de legalidad, tuvo en cuenta los actos administrativos de carácter general en que se fundamentaron y los aspectos planteados en la demanda para realizar el estudio y adoptar la decisión en primera instancia. 

Al respecto, la Sala considera pertinente realizar las siguientes precisiones:
Del contenido de las Resoluciones 0001 de 21 de marzo de 2006 y la resolución 5-0790-01 EH BQ 2006-2/02/19-84 de 5 de septiembre de 2006, mediante las cuales se impuso la sanción por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario de Barranquilla a cargo de la actora, se puede deducir que para imponer la citada sanción se fundamentaron en las normas sustanciales que prevén la obligación de declarar el citado tributo las cuales, para la época de los hechos
, corresponden a los artículos 2º, 3º y 4º de la Ordenanza 000040 de 2001 y 5º de la Ordenanza 000017 de 2004 expedidas por la Asamblea Departamental del Atlántico, como lo señaló la actora en su demanda y sin que la parte demandada lo haya controvertido. 

Las normas en mención disponen:

“Ordenanza 000040 de 2001

ARTÍCULO SEGUNDO: Sujetos Pasivos: Son sujetos pasivos de la Estampilla Pro Hospital Universitario de Barranquilla, las personas naturales o jurídicas o sociedades de hecho del Departamento del Atlántico obligadas por los acuerdos distritales y municipales a presentar declaración privada del impuesto de industria y comercio.
ARTÍCULO TERCERO: Hecho Generador: Constituye el hecho generador de la obligación de pagar la estampilla Pro-Hospital Universitario de Barranquilla, la presentación de la declaración privada del Impuesto de Industria y Comercio en el Distrito de Barranquilla y en todos los Municipios del Departamento.

ARTÍCULO CUARTO: Base gravable: La base gravable para el cobro de la estampilla Pro-Hospital Universitario de Barranquilla, la constituye los ingresos brutos o los ingresos operacionales, según el caso, o en general la base gravable declarada por los contribuyentes del Impuesto de Industria y Comercio.”

“Ordenanza 000017 de 2004

ARTÍCULO QUINTO: Hecho generador. Constituye el Hecho generador de la obligación de pagar la Estampilla Pro-Hospital Universitario de Barranquilla, el ejercicio o realización directa o indirecta de actividades industriales, comerciales y de servicios dentro de la jurisdicción del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y de los municipios del Departamento del Atlántico, pro personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados con establecimientos de comercio o sin ellos. Lo anterior no elimina la obligación de presentar la declaración del Impuesto de Industria y Comercio.
Parágrafo Primero. Por razón de lo estipulado en este artículo, queda derogado el artículo SEXTO de la Ordenanza 00040 de 2001”.”

Las disposiciones transcritas, entre otras, fueron declaradas nulas por el Consejo de Estado, en las sentencias que a continuación se relacionan:
· Sentencia del 4 de junio de 2009, M.P. Dr. William Giraldo Giraldo, Exp. 16086:

“(…) Para la Sala, cuando se establece como hecho generador de un tributo departamental la presentación de una declaración tributaria de otro impuesto, lo que se está haciendo es gravar el mismo hecho imponible, porque como ocurre en este caso, la liquidación privada que presenta el contribuyente del impuesto de industria y comercio tiene efectos únicamente declarativos (sobre la existencia de la obligación tributaria), pero que por si misma no es indicativa del hecho económico que debe gravar las estampillas, esto es, la circulación de riqueza o la obtención de un servicio estatal.

Como están planteados el hecho generador y la base gravable en las normas acusadas, son idénticos los hechos económicos sujetos a la Estampilla Pro Hospital Universitario del Atlántico y al impuesto de industria y comercio, pues en uno y otro caso se grava la realización de actividades industriales, comerciales o de servicios, dentro de la jurisdicción de cada uno de los municipios del Atlántico y en el Distrito de Barranquilla, los cuales necesariamente deben ser facturados o cobrados mediante cuenta, para recibir la remuneración correspondiente.  Lo anterior se ratifica porque los sujetos pasivos y la base gravable de uno y otro tributo son los mismos, con lo cual se concluye que la Asamblea del Atlántico impuso el tributo de Estampillas sobre objetos o industrias previamente gravados por la Ley 14 de 1983.

Toda vez que se vulneró la prohibición consagrada por el numeral 5 del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986, la Sala accederá a las pretensiones subsidiarias de la demanda, las que se refieren únicamente a los artículos 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 de la Ordenanza 040 de 2001, sin que se requiera analizar los demás cargos planteados contra estas disposiciones.

Por todo lo expuesto se revocará la sentencia de primera instancia y en su lugar se declarará la nulidad de los artículos 5, 6, 8, 9 y 10 de la Ordenanza 0027 de 2001, y 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 de la Ordenanza 040 de 2001, proferidas por la Asamblea del Atlántico.  Así mismo, se negarán las demás súplicas de la demanda.

Comoquiera que la nulidad declarada en esta sentencia recae sobre un acto de carácter general, sus efectos son ex nunc, es decir, hacia el futuro. (…)”. (Negrillas fuera de texto)
· Sentencia del 18 de marzo de 2010, Consejero Ponente William Giraldo Giraldo,  Exp. 17420: Confirma el fallo de primera instancia proferido el 8 de julio de 2008 por el Tribunal del Atlántico, mediante el cual se declaró la nulidad de los artículos 20 de la Ordenanza No. 0027 de 2001; 5º de la Ordenanza No. 0017 de 2004 y 5º y 6º de la Ordenanza No. 0018 de 2004, expedidas por la Asamblea Departamental del Atlántico. Y respecto de la legalidad del artículo 4º de la Ordenanza 0040 de 2001, se está a los resuelto en sentencia del 4 de junio de 2009. M.P. Dr. William Giraldo Giraldo, Exp. 16086 que declaró su nulidad.
En cuanto a los efectos de los fallos de nulidad se advierte que, como lo precisó el a quo y se dispuso en las sentencias antes indicadas, el fallo de nulidad de un acto de carácter general tiene efectos ex nunc, es decir, hacia el futuro. Sin embargo, contrario a lo señalado por el Tribunal, la Sala ha precisado, frente a su aplicación a los casos concretos, lo siguiente:

«El fallo de nulidad de un acto de carácter general no afecta situaciones consolidadas, esto quiere decir, que sus efectos son ex nunc, pero sí afecta las no consolidadas, lo que significa que en este caso sus efectos son ex tunc, por ello la sentencia de nulidad en relación con estos últimos actos produce efectos retroactivos»

En el sub examine, para la fecha en que se declaró la nulidad parcial de las citadas Ordenanzas, los actos administrativos acusados de carácter particular emitidos con base en dichas normas, ya habían sido controvertidos en sede administrativa y estaban demandados ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, es decir, que se trata de una situación jurídica no consolidada.

Entonces, dado que la norma que sustentaba la obligación de declarar la estampilla pro-hospital universitario de Barranquilla fue anulada y que, en este caso, no existe situación jurídica consolidada, los efectos inmediatos de la sentencia de nulidad implican que los actos demandados carecen de fundamento legal, motivo por el cual deben ser anulados.
Por consiguiente, se dará prosperidad al recurso de apelación formulado por la demandante y, en consecuencia, se anularán los actos demandados. A título de restablecimiento del derecho se declarará que la actora no está obligada al pago de la sanción por no declarar la Estampilla Pro-hospital universitario de Barranquilla correspondiente a los bimestres 2º a 6º  del año gravable 2002; 1º a 6º del año gravable 2003; 1º a  6º del año gravable 2004 y 1º y 2º del año gravable 2005.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A
1. REVÓCASE la sentencia apelada, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído. En su lugar, 

2. ANÚLASE la Resolución Sanción por no declarar 0001 de 21 de marzo de 2006 y la Resolución 5-0790-01 EH BQ 2006-2/02/19-84 de 5 de septiembre de 2006.
3. A título de restablecimiento del derecho, DECLÁRASE que BAVARIA S.A. no está obligada a declarar el impuesto de Estampilla Pro-Hospital Universitario por los bimestres 2º, 3º, 4º, 5º  y 6º  del año 2002; 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 6º del año 2003; 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 6º del año 2004 y 1º y 2º del año 2005 y, por ende, no debe suma alguna por concepto de la sanción por no declarar impuesta en los actos anulados.
Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen y  cúmplase.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada en sesión de la fecha.
	CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ

Presidente de la Sección
	HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

	MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA


HECHOS: Se demanda la nulidad de los actos que impusieron sanción por no declarar el impuesto de estampilla pro-hospital universitario a cargo de la demandante por los bimestres 2º, 3º, 4º, 5º,  y 6º  del año 2002; 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 6º del año 2003; 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 6º del año 2004 y 1º y 2º del año 2005. 
La demandante alegó en la demanda que: (i) Las Ordenanzas 000027 y 000040 de 2001, expedidas por la Asamblea Departamental del Atlántico fueron demandadas en acción de nulidad, por lo que la decisión que se adopte tiene plena incidencia en este proceso, dado que se trata de las normas en que se fundamentaron los actos acusados. (ii) La entidad territorial a través de su órgano de representación popular pretendió gravar con la estampilla pro hospital universitario de Barranquilla, los ingresos obtenidos en la comercialización de las cervezas producidas por la empresa y sancionar por no presentar la declaración correspondiente. Tal situación vislumbra la violación del artículo 192 de la Ley 223 de 1995, según el cual ni los departamentos, ni ninguna entidad territorial puede gravar con algún impuesto, tasa, sobretasa distinto al impuesto de industria y comercio, la producción, importación, distribución y venta de los productos gravados con el impuesto al consumo.

TRIBUNAL: NEGÓ LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. Bajo el argumento que, si bien es cierto, las normas que sirvieron de sustento para la expedición de los actos acusados fueron declaradas nulas por el Consejo de Estado, también lo es, que el fallo indicó con claridad que los efectos serían ex-nunc, es decir, hacia el futuro, razón por la cual procede la sanción por no declarar, toda vez que al momento de la expedición de los actos acusados las normas estaban vigentes.

PROYECTO: REVOCA y ANULA los actos demandados. Los artículos de las Ordenanzas que establecían los sujetos pasivos y base gravable de la estampilla fueron declarados nulos por el Consejo de Estado y el efecto de esa decisión es ex nunc para situaciones jurídicas consolidadas, pero en este caso los actos demandados, para la fecha en que se profirió la decisión se debatían ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, razón por la cual se trata de una situación jurídica no consolidada y, en consecuencia los efectos de dicho fallo de nulidad  son inmediatos. 
Apoderados:

Demandante: Ligia Sarmiento de Peña
Demandada: Luis Alberto Mendoza Consuegra
PRIMERA INSTANCIA: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO
Magistrado Ponente: Judith Romero Ibarra
CUANTÍA: $129.290.897.800.
� Aunque no obra en el expediente, se hace referencia a esta actuación en la Resolución Sanción por no declarar demandada. 


� Fls. 43 a 45.


� Fls. 28 a 42.


� Fls. 181 a 194.


� Folios 196 a 203.


� Folios 217 a 221.


� Vigencias 2002, 2003, 2004 y 2005.


� Sentencia del 3 de marzo de 2011, Exp. 17741, M.P. Dr. William Giraldo Giraldo.
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